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Vicenty Nazario, Jueza Ponente 
 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a  29  de enero de 2016. 

Comparece ante nosotros Roberto López Centeno (Apelante), 

mediante recurso de apelación, en el que nos solicita que revoquemos 

la Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Arecibo (TPI), el 18 de diciembre de 2014.1 Por medio de dicho 

dictamen, el TPI desestimó la demanda por daños y perjuicios 

presentada por el Apelante contra Carlos Molina Rodríguez, entonces 

secretario de la Administración de Corrección, Guillermo Somoza, 

secretario del Departamento de Justicia y Correctional Health Services 

Corporation (Apelados). 

I. 

El 4 de noviembre de 2010, el señor López Centeno presentó, por 

derecho propio, una demanda sobre daños y perjuicios contra 

Correctional Health Services, Corp., y el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico (ELA). En su reclamo, expuso que mientras cumplía su 

sentencia en el Campamento Sabana Hoyos en Arecibo, Puerto Rico, 

                                                 
1
 La Sentencia Sumaria fue notificada y archivada en autos el 31 de diciembre de 2014. 
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sufrió un accidente. Según narró, el 24 de abril de 2010, se encontraba 

lavando los corrales de cerdos en una finca de la institución penal, 

cuando un desperfecto en una de las mangas provocó que cayera al 

suelo y se lastimara la espalda baja y la pierna derecha.2 Al percatarse 

de la situación, uno de los oficiales de custodia lo llevó al área médica 

de la Institución y luego fue trasladado al Fondo del Seguro del Estado 

en donde lo revisaron, le recetaron un medicamento para el dolor y, 

según contó el Apelante, le recomendaron el uso de un andador o una 

muleta.3 Sin embargo, ni en el Fondo del Seguro del Estado ni en la 

institución penal le proveyeron el andador o bastón.4 

El 4 de mayo de 2010, cuando el Apelante se dirigía al comedor, 

éste se cayó al suelo. A consecuencia de la caída, el señor López 

Centeno se fracturó la rodilla y se partió la tibia de la pierna derecha. 

Inmediatamente, personal de la institución carcelaria lo bajaron al área 

médica. Allí, el Dr. González estabilizó la pierna, luego de ponerle una 

tablita y un vendaje. Como no había ningún chofer de ambulancia 

disponible, el Apelante fue trasladado en una guagua correccional hasta 

el Centro Médico de Río Piedras.5 Una vez llegó a Centro Médico, fue 

evaluado por los médicos. Después de hacerle varios exámenes, los 

doctores decidieron operarlo de la rodilla, mediante la implantación de 

una varilla de titanio y varios tornillos. Luego de convalecer en el 

hospital por 14 a 15 días, éste fue trasladado al área de infirmary en la 

cárcel de Guerrero en Aguadilla. Dada las pobres condiciones 

higiénicas, según alegó el Apelante, éste fue transportado hasta la 

cárcel de Sabana Hoyos de Arecibo, en la que convaleció en un área de 

emergencia por tres días.  

Por estos hechos, el 4 de noviembre de 2010, el Apelante presentó 

su reclamación por daños y perjuicios. En ésta, alegó que la causa de la 

caída, en la que sufrió la fractura de la rodilla y la tibia de su pierna 

                                                 
2
 Véase la página 37 de la Transcripción de la Prueba Oral (TPO). 

3
 Véase la página 39 de la TPO. 

4
 Véase la página 43 de la TPO. 

5
 Véase la página 135 de la TPO. 
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derecha, fue debido a la omisión de la Administración de Corrección en 

proveer el andador o muleta que recomendó el Fondo del Seguro del 

Estado, cuando tuvo el accidente en la finca de la institución penal. 

Además, expuso que los oficiales de ruta y escolta del Departamento de 

Corrección fueron negligentes al no trasladarlo en una ambulancia al 

Centro Médico de Río Piedras y al transportarlo en una guagua del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, sin la asistencia de un 

médico o enfermera. Sobre este particular, argumentó que el asunto fue 

presuntamente reportado por personal de Centro Médico como un acto 

negligente. También, reclamó que durante los tres días que convaleció 

en el área médica de la cárcel de Sabana Hoyos, luego de la 

intervención quirúrgica de la que fue objeto en Centro Médico, no pudo 

bañarse, debido a que el baño de esa área estaba dañado. Asimismo, 

alegó que el Departamento de Corrección falló al no llevarlo a tiempo a 

su cita de seguimiento luego de la operación, y que por esta razón 

estuvo sin medicamentos por cerca de cinco meses. Reclamó que, 

como consecuencia de esta omisión, tampoco recibió las terapias que 

necesitaba para recuperarse de su pierna derecha.  

Así las cosas, el 13 de febrero de 2011, el Apelante fue puesto en 

libertad. 

Posteriormente, el 1 de octubre de 2012, el Apelante enmendó sus 

alegaciones para incluir que había sido operado por segunda vez el 12 

de marzo de 2012 y que como consecuencia del accidente había 

quedado parcial y permanentemente incapacitado, con menoscabo en 

su capacidad para generar ingresos. Por ello, reclamó la suma de 

$50,000, por las dos operaciones que le fueron practicadas; $200,000, 

por la incapacidad parcial y permanente; $200,000, por el menoscabo 

en la capacidad de generar ingresos y $100,000, por sufrimientos y 

angustias mentales. 

Después de culminar el descubrimiento de prueba entre las partes, 

el 29 de octubre de 2013, el ELA y Correctional Health Services Corp., 
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presentaron, por separado, dos solicitudes de sentencia sumaria. Por su 

parte, el Apelante presentó oportunamente su oposición. Después de 

evaluar las mociones presentadas, el 11 de julio de 2014, el foro de 

instancia emitió una Resolución en la que declaró No Ha Lugar las 

solicitudes de sentencia sumaria y señaló vista para juicio en su fondo. 

Por medio de su Resolución, el foro apelado hizo 44 determinaciones de 

los hechos que no estaban en controversia y determinó los hechos que 

ameritaban ser dilucidados en una vista en su fondo por estar 

controvertidos. 

Durante el juicio y después de que el Apelante presentara su 

prueba, los Apelados presentaron dos solicitudes contra la prueba o non 

suit, al amparo de la Regla 39.2 (c) de las Reglas de Procedimiento Civil 

de Puerto Rico, en la que principalmente solicitaron la desestimación de 

la demanda por falta de prueba que estableciera los elementos de la 

acción de daños y perjuicios presentada y el nexo causal entre los 

daños reclamados y los alegados actos negligentes por parte de los 

Apelantes. Después de aquilatar la prueba testimonial de la parte 

apelante y los documentos sometidos como evidencia documental, el 

tribunal primario decidió acoger las mociones de desestimación y 

resolvió desestimar con perjuicio la demanda incoada. Inconforme con 

el resultado, el 15 de enero de 2015, el Apelante presentó una Solicitud 

Para Que Se Formulen Determinaciones de Hechos; Y Solicitud de 

Reconsideración que fue declarada No Ha Lugar por el foro de instancia 

el 16 de enero de 2015. 

Aún insatisfecho con esta determinación, el Apelante acudió ante 

nosotros y señaló los siguientes dos errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 
Arecibo, al no formular determinaciones de hechos en su 
Sentencia del 18 de diciembre de 2014. 
 
Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia, Sala 
Superior de Arecibo, en la apreciación de la prueba oral al 
desestimar la demanda de epígrafe luego de haber 
escuchado el testimonio incontrovertido del demandante. 
 
 



 
 

 
KLAN201500407    

 

5 

II. 

A. Acciones en daños y perjuicios, responsabilidad vicaria y 

el estándar de prueba requerido  

Dispone el Artículo 1802 del Código Civil, en su parte pertinente, 

que “[e]l que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo 

culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado.” 31 LPRA 

sec. 5141. En cuanto a este precepto y su aplicación, se ha establecido 

que sólo procede la reparación de un daño cuando se demuestren los 

siguientes elementos indispensables: (1) el acto u omisión culposa o 

negligente; (2) la relación causal entre el acto u omisión culposa o 

negligente y el daño ocasionado; y (3) el daño real causado al 

reclamante. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 

(2010). 

En particular, el concepto de daños ha sido definido como “todo 

menoscabo material o moral causado contraviniendo una norma 

jurídica, que sufre una persona y del cual haya de responder otra.” 

López v. Porrata Doria, 169 DPR 135, 151 (2006). En esa misma línea 

doctrinal, se ha establecido que la culpa o negligencia es la falta del 

debido cuidado que consiste en no anticipar y prever las consecuencias 

racionales de un acto, o la omisión de un acto, que una persona 

prudente y razonable habría previsto en las mismas circunstancias. 

Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 844; Rivera v. S.L.G. 

Díaz, 165 DPR 408, 421 (2005); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464, 

473 (1997); Ramos v. Carlo, 85 DPR 353, 358 (1962). Respecto a la 

relación causal, ésta es un componente imprescindible en una 

reclamación en daños y perjuicios, ya que “es un elemento del acto 

ilícito que vincula al daño directamente con el hecho antijurídico.” Rivera 

v. S.L.G. Díaz, supra, pág. 422. Del daño culposo o negligente surge el 

deber de indemnizar que “presupone nexo causal entre el daño y el 

hecho que lo origina, pues sólo se han de indemnizar los daños que 
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constituyen una consecuencia del hecho que obliga a la indemnización”. 

López v. Porrata Doria, supra, pág. 151. 

Esto último se refiere a la teoría de causalidad adecuada que rige 

en nuestro ordenamiento. De acuerdo a ella, no es causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el daño, sino la que 

ordinariamente lo produce según la experiencia general. Montalvo v. 

Cruz, 144 DPR 748 (1998). La jurisprudencia ha sostenido que un daño 

parece ser el resultado natural y probable de un acto negligente, si 

después del suceso y mirando retroactivamente dicho acto, tal 

daño aparece como la consecuencia razonable y ordinaria del acto. 

Estremera v. Inmobiliaria RAC, Inc., 109 DPR 852 (1980); Torres 

Trumbull v. Pesquera, 97 DPR 338 (1969). El principio de causalidad 

adecuada requiere que en todo caso de daños y perjuicios el 

demandante pruebe que la negligencia del demandado fue la que con 

mayor probabilidad causó el daño sufrido. Parrilla Báez v. Airport 

Catering Services, y otros, 133 DPR 263 (1993). De esta forma, un 

demandado responde en daños si su negligencia por su acción u 

omisión es la causa próxima del daño, aun cuando no sea la única 

causa del daño. Velázquez v. Ponce, 113 DPR 39 (1982). Por tanto, la 

cuestión se reduce a determinar si la ocurrencia del daño era de 

esperarse en el curso normal de los acontecimientos o si, por el 

contrario, queda fuera de ese posible cálculo.  

Cónsono con lo anterior, el Artículo 1803 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 5142, dispone que la obligación que impone 

el Artículo 1802 del mismo compilado de normas es exigible no solo por 

los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de 

quienes se debe responder; ello, si existe un nexo jurídico previo entre 

el causante del daño y el que viene obligado a repararlo. Sánchez Soto 

v. E.L.A., 128 DPR 497 (1991). Así, entre otros, es responsable el 

patrono por los perjuicios causados por sus empleados en ocasión de 

sus funciones, siendo responsable, además, en ese concepto, en las 
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mismas circunstancias y condiciones en que sería responsable un 

ciudadano particular. Artículo 1803 del Código Civil de Puerto Rico, 

supra. De esa manera, se reconoce la responsabilidad de un patrono a 

base de la doctrina de la responsabilidad vicaria. 

En cuanto al estándar de prueba requerido en estos casos, la 

Regla 110 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, en lo pertinente, establece lo 

siguiente en torno a la evaluación y suficiencia de la prueba: 

 

La juzgadora o el juzgador de hechos deberá evaluar 
la evidencia presentada con el propósito de determinar 
cuáles hechos han quedado establecidos o demostrados, 
con sujeción a los principios siguientes:    

(A) El peso de la prueba recae sobre la parte que 
resultaría vencida de no presentarse evidencia por alguna 
de las partes.    

(B) La obligación de presentar evidencia recae sobre 
la parte que sostiene la afirmativa en el asunto en 
controversia.   

(C) Para establecer un hecho, no se exige aquel 
grado de prueba que, excluyendo posibilidad de error, 
produzca absoluta certeza.    

(D)…    
(E)…    
(F) En los casos civiles, la decisión de la juzgadora o 

del juzgador de los hechos se hará mediante 
preponderancia de la prueba a base de los criterios de 
probabilidad, a menos que exista disposición al contrario. 
En los casos criminales, la culpabilidad de la persona 
acusada debe ser establecida más allá de duda razonable. 
(Énfasis suplido).    
   

A la luz de lo anterior, para que prospere una acción en daños en 

nuestra jurisdicción, es preciso que el demandante demuestre, por 

preponderancia de prueba, la realidad del daño sufrido, la existencia de 

un acto u omisión negligente y, además, el elemento de causalidad. Art. 

1802 del Código Civil, supra. La suficiencia, contundencia o tipo de 

prueba presentada, así como el valor que los tribunales le darán, 

dependerá, naturalmente, de las circunstancias particulares de cada 

caso de conformidad con nuestro derecho probatorio. Sin embargo, la 

prueba presentada deberá demostrar que el daño sufrido se debió 

con mayores probabilidades a la negligencia que el demandante 

imputa. Se requiere, además, que la relación de causalidad entre el 

daño sufrido y el acto negligente no se establezca a base de una mera 



 
 

 
KLAN201500407 

 

8 

especulación o conjetura. Castro Ortiz v. Mun. de Carolina, 134 DPR 

783, 793 (1993); Rodríguez Crespo v. Hernández, 121 DPR 639, 649-

650 (1988). Véase además, José Puig Brutau, Fundamentos de 

Derecho Civil, T. II, V. III, 1983, Barcelona, págs. 80-104; J. Santos Briz, 

La Responsabilidad Civil, 7ma ed., T. I, Madrid, pág. 245, citando a 

Admor. F.S.E. v. Almacén Ramón Rosa, 151 DPR 711 (2000).    

B. El mecanismo de sentencia sumaria  

La Regla 36 de las de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, 

Regla 36, regula el mecanismo extraordinario y discrecional de la 

sentencia sumaria. Mediante este recuso la parte que interese que se 

dicte sentencia de forma sumaria a su favor sobre la totalidad o cualquier 

parte de la reclamación, deberá presentar una moción fundada en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes. Su propósito va encaminado a prescindir de la celebración de 

juicios en su fondo, y a propiciar la solución justa, rápida y económica de 

litigios civiles cuando no existen controversias genuinas de hechos 

materiales. Construcciones José Carro v. Mun. de Dorado et al., 186 DPR 

113, 128 (2012). Al utilizarse adecuadamente, puede ayudar a 

descongestionar los calendarios judiciales. S.L.G. Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414 (2013). 

Además la parte promovente debe cumplir con los requisitos que se 

establecen en la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3. Con semejantes exigencias debe cumplir aquella parte que se 

oponga a que se dicte sentencia sumaria. Id.  

Ahora bien, si examinada la moción de sentencia sumaria, así 

como la oportuna oposición a la misma, el foro de instancia no dicta 

sentencia sobre la totalidad del pleito, ni se concede todo el remedio 

solicitado o se deniega la misma, y es necesario celebrar juicio, la Regla 

36.4 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA AP. V., R. 36.4 establece 

que: 
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…será obligatorio que el tribunal resuelva la moción 
mediante una determinación de los hechos esenciales y 
pertinentes sobre los cuales no hay controversia sustancial y los 
hechos esenciales y pertinentes que están realmente y de buena fe 
controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los daños u otra 
reparación no está en controversia, ordenando los procedimientos 
ulteriores que sean justos en el pleito, incluso una vista 
evidenciaria limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse 
el juicio, se considerarán probados los hechos así 
especificados y se procederá de conformidad. (énfasis 
suplido) 

 
Así pues, un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria si existen 

hechos esenciales incontrovertidos; si hay alegaciones afirmativas en la 

demanda que no fueron refutadas; si surge de los propios documentos 

que se acompañaron con la moción la existencia de una controversia real 

sobre algún hecho esencial o material o si no procede en derecho. Reyes 

Sánchez v. Eaton Electrical, 189 DPR 586 (2013). 

C. Desestimación contra la prueba 

La Regla 39.2 (c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2 

(c), regula lo pertinente a la solicitud de desestimación del caso que 

realiza la parte demandada cuando la parte demandante ha terminado la 

presentación de su prueba en la vista en su fondo. A estos efectos la 

Regla 39.2 (c), supra, dispone como sigue:  

c) Después que la parte demandante haya terminado la 
presentación de su prueba, la parte demandada, sin renunciar al 
derecho de ofrecer prueba en el caso de que la moción sea 
declarada “sin lugar”, podrá solicitar la desestimación, fundándose 
en que bajo los hechos hasta ese momento probados y la ley, la 
parte demandante no tiene derecho a la concesión de remedio 
alguno. El tribunal podrá entonces determinar los hechos y dictar 
sentencia contra la parte demandante, o podrá negarse a dictar 
sentencia hasta que toda la prueba haya sido presentada. A menos 
que el tribunal en su orden de desestimación lo disponga de 
otro modo, una desestimación bajo esta Regla 39.2 y cualquier otra 
desestimación, excepto la que se haya dictado por falta de 
jurisdicción o por haber omitido acumular una parte indispensable, 
tienen el efecto de una adjudicación en los méritos. (Énfasis 
suplido). 

 

Esta Regla permite que, mediante una solicitud contra la prueba o 

non-suit, la parte demandada pueda solicitar la desestimación del pleito 

instado en su contra fundamentándose en que bajo los hechos hasta ese 

momento probados, la parte demandante no tiene derecho a la concesión 

de remedio alguno. Es decir, esta disposición es aplicable cuando el 

demandante termina el desfile de su prueba y el demandado, sin 
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renunciar al derecho que tiene de ofrecer prueba a su favor, solicita la 

desestimación de la acción instada. El juez o jueza está autorizado en 

esta etapa de los procedimientos para aquilatar la prueba presentada por 

la parte demandante y formular su apreciación de los hechos según la 

credibilidad que le haya merecido la prueba desfilada. El Día, Inc. v. Mun. 

de Guaynabo, 187 DPR 811 (2013); Cuevas Segarra, op cit., pág. 1158. 

Así, en el caso de que se determine que la prueba de la parte 

demandante es insuficiente, la parte demandada quedará relevada de 

presentar prueba a su favor y procederá la desestimación de la demanda. 

Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894, 916 (2011); 

S.L.G. Hernández Beltrán v. TOLIC, 151 DPR 754, 774 (2000). Para 

poder conceder una solicitud de esta naturaleza, el tribunal debe estar 

plenamente convencido de que la acción de la parte demandante no 

puede prevalecer de ninguna manera, y no deben existir dudas a tal 

efecto. Lebrón v. Díaz, 166 DPR 89, 94 (2005). No obstante, si luego de 

un escrutinio sereno y cuidadoso de la prueba persisten dudas, el tribunal 

debe requerirle a la parte demandada presentar su caso. Rivera Figueroa 

v. The Fuller Brush Co., supra; Lebrón v. Díaz, supra. 

D. Apreciación de la prueba testifical, documental y 

pericial    

La Regla 42.2 de Procedimiento Civil establece que las 

determinaciones de hechos del foro apelado, sobre todo aquellas que se 

fundamentan en testimonio oral, se respetarán por el foro apelativo, a 

menos de que sean claramente erróneas. 32 LPRA Ap. V. R. 42.2. La 

deferencia a la que hace alusión la precitada regla responde al hecho de 

que el juez sentenciador es el que tiene la oportunidad de recibir y 

apreciar toda la prueba oral presentada, de escuchar la declaración de los 

testigos y evaluar su demeanor y confiabilidad. Por ello, le compete al foro 

apelado la tarea de aquilatar la prueba testifical que ofrecen las partes y 

dirimir su credibilidad. Sepúlveda v. Depto. De Salud, 145 DPR 560,573 

(1998); Ramos Acosta v. Caparra Dairy, Inc., 113 DPR 357, 365 (1982).  
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De esta manera, es norma firmemente establecida que los foros 

apelativos no deben intervenir con las determinaciones de hechos, ni con 

la adjudicación de credibilidad que hace un Tribunal de Primera Instancia 

y sustituir mediante tal acción su criterio por el del juzgador. Rivera 

Menéndez v. Action Services, 185 DPR 431, 448-449 (2012); S.L.G. 

Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009). De la única 

forma en que los foros apelativos pueden intervenir con la determinación 

de hecho o adjudicación de credibilidad realizada por el foro primario, 

sería porque este último incurrió en error manifiesto, pasión, prejuicio o 

parcialidad. Rivera Menéndez v. Action Services, supra, pág. 448-449.  

La deferencia es debida, ya que ante el foro de instancia fue que 

declararon los testigos, y es ese foro el único que observa a las 

personas declarar y aprecia su demeanor. Ramos Acosta v. Caparra 

Dairy Inc., supra, pág. 365; Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939, 947 

(1975). El Tribunal Supremo, citando a Don Alfonso de Paula Pérez, ha 

resumido el dinamismo y la certeza que imparten los sentidos de un 

juzgador que observa al mismo tiempo al testigo: 

[Y] es que no sólo habla la voz viva. También hablan 
las expresiones mímicas: el color de las mejillas, los ojos, el 
temblor o consistencia de la voz, los movimientos, el 
vocabulario no habitual del testigo, son otras tantas 
circunstancias que deben acompañar el conjunto de una 
declaración testifical y sin embargo, todos estos elementos 
se pierden en la letra muda de las actas, por lo que se priva 
al Juez de otras tantas circunstancias que han de valer, 
incluso, más que el texto de la declaración misma para el 
juicio valorativo que ha de emitir en el momento de fallar; le 
faltará el instrumento más útil para la investigación de la 
verdad; la observación. Ortiz v. Cruz Pabón, 103 DPR 939, 
947 (1975). 

 

Así, la Regla 110 de Evidencia establece en su inciso (D) que “[l]a 

evidencia directa de una persona testigo que merezca entero crédito es 

prueba suficiente de cualquier hecho, salvo que otra cosa se disponga por 

ley.” 32 LPRA Ap. IV, R. 110 (D). Esta norma es reiterada por nuestro 

máximo foro judicial al reconocer que basta el testimonio de un solo 

testigo con conocimiento personal de la materia objeto del litigio, que le 

merezca credibilidad al tribunal, para establecer cualquier hecho. Miranda 
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v. Mena Eró, 109 DPR 473, 481-482 (1980). Por ello, ante “[l]a 

declaración de un testigo no contradicho sobre un hecho determinado, 

debe merecer crédito, a no ser que su versión sea físicamente imposible, 

inverosímil o que por su conducta testifical se haga indigno de crédito”. Id, 

pág. 482. Finalmente, “la declaración directa de un solo testigo, de ser 

creída por el juzgador de los hechos, es prueba suficiente de cualquier 

hecho”. Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001)6. Ante esto, se 

impone, por tanto, un respeto a la adjudicación de credibilidad del foro 

primario puesto que, por lo general, sólo contamos con “récords mudos e 

inexpresivos”. Id.   

Sin embargo, también es norma reconocida que el arbitrio del 

juzgador de hechos, aunque respetable, no es absoluto. Una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la 

función revisora de los tribunales. Ramos Acosta v. Caparra Dairy Inc., 

supra, pág. 365; Vda. de Morales v. De Jesús Toro, 107 DPR 826, 829 

(1978). Así pues, los foros apelativos pueden intervenir con la apreciación 

de la prueba testifical que haga el juzgador de los hechos, cuando éste 

actúe con pasión, prejuicio o parcialidad, o incurra en un error manifiesto 

al aquilatarla. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013); 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 889, 908-909 (2012); S.L.G. 

Rivera Carrasquillo v. A.A.A., supra; Quiñones López v. Manzano Pozas, 

141 DPR 139, 152 (1996); Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 DPR 579 

(1970).  

Asimismo, se podrá intervenir con la apreciación de la prueba 

cuando de un examen detenido de la misma, el foro revisor se convenza 

de que el juzgador descartó injustificadamente elementos probatorios 

importantes o que fundamentó su criterio únicamente en testimonios de 

escaso valor, o inherentemente improbables o increíbles. C. Brewer P.R., 

Inc. v. Rodríguez, 100 DPR 826, 830 (1972); Pueblo v. Luciano Arroyo, 83 

DPR 573, 581 (1961).  

                                                 
6
 Citando la anterior Regla 10 (D) de Evidencia, 32 LPRA Ap. IV, R. 10. 
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De otro lado, es norma judicial que ante la prueba pericial y 

documental el tribunal revisor se encuentra en igual posición que el foro 

recurrido y, por tanto, está facultado para apreciar la prueba apoyándose 

en su propio criterio. Dye-Tex de P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., 150 DPR 

658, 662 (2000). 

Expuesto el derecho aplicable a la controversia presentada ante 

este tribunal revisor, resolvemos. 

III. 

La contención principal del Apelante se refiere al alegado error del 

foro de instancia de no incluir en la Sentencia las determinaciones de 

hechos que quedaron probados, de manera que pudiera solicitar 

adecuadamente la revisión del dictamen. Sin embargo, al examinar el 

trámite procesal del caso nos percatamos que previamente el tribunal 

primario, en respuesta a dos solicitudes de sentencia sumaria y su 

oposición, había emitido una Resolución en la que desglosa y detalla 

cuarenta y cuatro determinaciones de hechos que quedaron 

incontrovertidos con la prueba presentada y seis hechos que estaban en 

controversia. Posteriormente, el foro a quo ordenó la celebración del juicio 

en su fondo, en el que aquilató la prueba testimonial de la parte apelante 

y resolvió los seis hechos en controversia. 

Como previamente esbozamos, la norma establecida sobre el 

procedimiento que debe seguir un tribunal cuando recibe una moción de 

sentencia sumaria y decide no conceder el remedio solicitado o denegar 

la misma, mandata que éste estará obligado a resolver la moción 

mediante una determinación de los hechos esenciales y pertinentes sobre 

los cuales no existe controversia sustancial y los hechos esenciales y 

pertinentes que quedaron realmente controvertidos. Regla 36.4, supra. 

Asimismo, establece que el tribunal deberá ordenar los procedimientos 

ulteriores que sean justos en el pleito, incluso una vista evidenciaria 

limitada a los asuntos en controversia. Al celebrarse el juicio, se 
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considerarán probados los hechos así especificados y se procederá 

de conformidad. Id. (Énfasis nuestro). 

Al examinar esta norma procesal, advertimos que el foro apelado 

procedió conforme a derecho y no incidió como alega el Apelante. 

Específicamente, en su Resolución del 11 de julio de 2014, el TPI resolvió 

lo siguiente: 

Consideramos que este tribunal ha emitido un listado 
considerable de hechos incontrovertidos que facilitarán la 
presentación de la prueba en el juicio. No obstante, es 
necesario escuchar el testimonio del demandante sobre su 
versión de los hechos que hemos determinado 
controvertidos para aquilatar su credibilidad y hacer una 
determinación final. Ante la existencia de hechos esenciales 
en controversia, como cuestión de derecho, procede 
denegar la solicitud de sentencia sumaria presentada por las 
demandadas. 

 

 
Como vemos y según la norma explicada en la parte II de esta 

Sentencia, el tribunal apelado actuó correctamente al limitarse en el juicio 

en su fondo, a aquilatar el testimonio del Apelante, de manera que 

pudiera dilucidar los seis hechos que quedaron en controversia. Así pues, 

luego de recibir las mociones al amparo de la Regla 39.2 (c), supra, por 

parte de la parte apelada y la oposición del Apelante, decidió desestimar 

la acción de daños y perjuicios por falta de prueba. En este caso, no era 

necesario hacer el desglose de las determinaciones de los hechos que 

quedaron probados en la Sentencia del TPI, porque ya el foro los había 

determinado en su Resolución. Regla 36.4, supra. 

De otra parte, el Apelante nos señaló que el tribunal primario erró 

al desestimar la acción incoada, basado en la apreciación, presuntamente 

errónea, del testimonio del Apelante. Veamos. 

De una evaluación ponderada de la transcripción de la prueba oral 

sometida, no hallamos que el foro a quo haya incurrido en pasión, 

prejuicio, parcialidad o error manifiesto al aquilatar el testimonio del 

Apelante. Rivera Menéndez v. Action Services, supra. Las 

manifestaciones vertidas por el Apelante en el juicio fueron impugnadas 

durante el contrainterrogatorio llevado a cabo por la representación legal 
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de la parte apelada, luego de confrontarlo con sus propias declaraciones 

vertidas en una deposición y los documentos sometidos en evidencia. A 

preguntas sobre la alegada recomendación que hizo la Corporación del 

Fondo del Seguro del Estado para que al Apelante se le supliera un 

andador o muleta, éste contestó lo siguiente: 

LCDA. NEGRÓN (representante legal del ELA): 
 
Sí, Le preguntó si las órdenes médicas de la, de la 
Corporación del Fondo del Seguro de Estado, únicamente 
consistieron en realizarle radiografía del área lumbosacral, 
un KUB, un “MRI”, un electrocardiograma, la prueba de 
conducción nerviosa y los medicamentos de Rela…, de 
Relafen y Skelaxin. 
 
R: Sí7  
 
Por su parte, durante el turno de la representación legal de 

Correctional Health Services, Corp., el Apelante contestó lo siguiente: 

P: […] Entonces, usted también declaró a preguntas del 
Compañero que lo que usted tuvo en la Institución, allá en el 
área de los…, de los…, cerdos, de las granjas, usted 
reconoce que fue un accidente laboral, ¿correcto? 
R: Una caída, sí… 
P: Sí, pero esa caída… 
R: … en el área del trabajo. 
P: … usted, creo que fue su testimonio que fue un accidente 
laboral. Oka. Y usted está consciente que los accidentes 
laborales el tratamiento lo da el Fondo del Seguro del 
Estado, ¿correcto? 
R: Sí, eso es así. 
P: Oka. También usted contestó, a preguntas de su 
abogado, que un médico del Fondo le dijo a usted que usted 
necesitaba muletas o andador, ¿correcto? 
R: Sí. 
P: Pero, también contestó, y luego fue aclarado durante el 
turno de la Compañera, que usted ni recibió documentos ni 
firmó documentos. 
R: Eso es así. 
P: Ese fue su testimonio. Oka. Le voy agradecer que me 
pase el Exhibit 1 Estipulado por … (inaudible). Permiso para 
acercarnos al Testigo. 
 
JUEZ: 
Sí. 
 
LCDA. PIÑEIRO 
Lo puede mirar todo, pero le voy a interrogar directa…, 
exactamente sobre la tercera y cuarta página. En la cuarta, 
específicamente, una vez lo examine, le voy a agradecer 
que nos indique si es su firma. 
R: En la 5. 
P: Es la 5, pues disculpe. En la página 5. ¿Esa es su firma? 
R: Eso es así. 

                                                 
7
 Véanse las páginas 76-77 de la TPO. 
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P: Oka. ¿Y reconoce usted qué documento es ese que 
usted firmó? 
R: Este fue unos… lo que me chequiaron cuando estaba en 
el Fondo. 
P: ¿Ese día, verdad? 
R: Sí. 
P: Okay, pues, usted sí firmó un documento en el Fondo, ¿Y 
usted puede examinar ahí dónde está lo de la muleta o el 
andador? Si usted lo… en la misma página 5 o en la 4 
anterior. Si lo identifica. 
R: Es que a nosotros no nos entregaban ese documento. 
P: Pero usted lo firmó. 
R: Yo firmé el documento como que se me atendió ahí, en 
esa área. 
P: ¿Y estaba vacío cuando usted lo firmó? ¿Lo llenaron 
después? 
R: No recuerdo si estaba vacío o lleno… 
P: Esta bien. Gracias. Si en ese documento no dice lo del 
andador o las muletas, ¿usted tiene otro documento donde 
lo dice? 
R: No, yo no… es que no nos dan ningún documento a 
nosotros. 
P: Okay. Y en ese que firmó no está… Si usted sabe… 
Okay. Si área médica no recibió documento, cómo le podría 
dar el… ¿le podría dar el andador? 
R: Las veces, las veces 
[…]8 
 
 

En cuanto a la alegada negligencia cometida por el Departamento 

de Corrección, al no llevarlo a sus citas post operatorias, el Apelante 

contestó lo siguiente: 

LCDA. NEGRÓN: 
 
Okay. Le pregunto, Roberto, lo cierto es que el ortopeda sí 
lo citó, para mayo del 2011, para removerle la varilla y los 
tornillos que le colocaron durante la cirugía del 4 de mayo 
del 2010. 
 
R: para remover los tornillos, cierto. 
 
P: Correcto. Lo cierto es que el 11 de enero de 2011, antes 
de la fecha de su cita, que fue la de mayo del 2011, usted 
solicitó a la institución de Sábana Hoyos su historial médico 
para continuar su tratamiento en la libre comunidad, 
¿correcto? 
 
R: Cierto. 
 
P: Y lo cierto es que el 8 de febrero de 2011, a usted se le 
entregó el resumen de alta, donde surgía claramente su cita 
con el ortopeda para remoción de la varilla y los tornillos en 
mayo del 2011, ¿correcto? 
 
R: Sí. 
 
P: Y lo cierto es que usted fue excarcelado el 13 de febrero 
del 2011, ¿correcto? 

                                                 
8
 Véanse las páginas 123 a 125 de la TPO. 
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R: Eso es así. 
 
P: Y lo cierto es que usted declaró que cuando salió el 13 de 
febrero del 2011, su pierna estaba mejorando, ¿correcto? 
 
R: Sí 
 
P: Pero lo cierto es que después de excarcelado usted, 
voluntariamente, no asistió a su cita de mayo del 2011, para 
remo…, la, para la remoción de la varilla y los tornillos, 
¿correcto? 
 
R: Yo fui a la cita y me removieron los tornillos. 
 
P: ¿Usted fue a la cita de mayo de 2011, para removerse la 
varilla y los tornillos? 
 
[…] 
 
R: La fecha específica, no se la puedo decir, pero sé que fue 
a una cita donde iban a remover esos tornillos. Pero la fecha 
y la hora así…9 
 
 
Luego de ser confrontado con una deposición tomada el 14 de 

agosto de 2013, el Apelante contestó lo siguiente: 

LCDA. NEGRÓN: 
 
Okay. Lo cierto es, Roberto, que us…, estando excarcelado 
usted no continuó su tratamiento médico, sino hasta el año 
2012, cuando sufrió una hinchazón en el área de la cirugía, 
¿correcto? 
 
R: No, pues yo seguí yendo a las citas, yo fui a la cita mía. 
 
P: Y lo cierto es que en el Centro Médico se determinó 
intervenirlo quirúrgicamente para removerle la varilla y los 
tornillos que debieron haber sido removidos en su cita de 
mayo del 2011, porque estaba infectándole el hueso, 
¿correcto? 
 
R: Eso es así. 
 
P: Lo cierto Es que dicha cirugía de remoción de varilla y de 
tornillos fue realizada en marzo del 2012, ¿correcto? 
 
R: Sí. 
 
P: Lo cierto es que dicha cirugía de remo…, ah, okay. Y lo 
cierto es que luego de la cirugía de marzo del 2012, usted 
solo regreso a Centro Médico en una sola ocasión, 
¿correcto? 
 
R: Sí. 
 
[…]10  

                                                 
9
 Véanse las páginas 113-114 de la TPO. 

10
 Véanse las páginas 119-120 de la TPO. 
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De lo anterior, se desprende que el testimonio del Apelante fue 

impugnado, ya que éste fue inconsistente en sus respuestas. Ante esto el 

foro de instancia determinó correctamente que la prueba presentada por 

el Apelante no demostró el vínculo causal entre los daños reclamados y la 

alegada negligencia cometida por la parte apelada. Nieves Díaz v. 

González Massas, supra. En consecuencia, decidió desestimar con 

perjuicio el reclamo presentado por falta de evidencia que estableciera los 

elementos de la acción de daños y perjuicios. Regla 39.2, supra. 

Es norma firmemente establecida que los foros apelativos no 

intervendrán con las determinaciones de hechos ni con la adjudicación de 

credibilidad de un testigo que hace un Tribunal de Primera Instancia, a 

menos que sean claramente erróneas. Regla 42.2, supra; Rivera 

Menéndez v. Action Services, supra; S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

supra; Sepúlveda v. Depto. De Salud, supra; Ramos Acosta v. Caparra 

Dairy, Inc., supra. Esta norma de deferencia judicial responde a que es el 

foro apelado el que ha estado en contacto directo con la prueba oral y el 

que ha tenido la oportunidad de observar a las personas declarar y 

apreciar su demeanor. Ramos Acosta v. Caparra Dairy Inc., supra. Por 

ello, ante las evidentes contradicciones del Apelante, solo nos queda 

concederle total deferencia a la adjudicación de credibilidad que hizo el 

tribunal apelado sobre su testimonio. Trinidad v. Chade, supra. 

IV. 

Por los fundamentos que anteceden, resolvemos confirmar la 

Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, 

el 18 de diciembre de 2014. 

 Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

          Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


